
LA SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES CONSERVA, EN ESENCIA, SUS FUNCIONES 
RESPECTO DE LAS SOCIEDADES SOMETIDAS AL MÁXIMO NIVEL DE SUPERVISIÓN, 
DENOMINADO “CONTROL” 

 

Bogotá D.C., 10 de julio de 2025. La Superintendencia de Sociedades informa, con relación al 
comunicado 29 de la Corte Constitucional, publicado el pasado 9 de julio del año en curso, 
atinente al estudio de constitucionalidad acerca de la función de esta autoridad de remover 
administradores, revisores fiscales y empleados, y designar su reemplazo, en sociedades 
sometidas al máximo nivel de supervisión, denominado “control”, contemplado en el numeral 
4° del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, que acatará y cumplirá la decisión correspondiente. 

 

Así mismo, recuerda que, la Superintendencia de Sociedades, de acuerdo con la Ley 222 de 
1995, ejerce 3 niveles de supervisión diferentes, graduales, en materia de normas de derecho 
de sociedades y que tienen en cuenta la situación de las respectivas compañías, denominados 
en su orden e intensidad, de menor a mayor: (i) inspección; (ii) vigilancia y; (iii) control. Este 
último que se ejerce, previo acto administrativo, sobre sociedades que tengan un impacto en 
el orden público económico y que presenten situaciones críticas de orden jurídico, contable, 
económico o administrativo, a efectos de ordenar los correctivos que establece la mencionada 
Ley en su artículo 85, el cual no constituye toma de posesión ni implica coadministración 
dados los términos de la norma. 

 

En ese sentido, se destaca que, la decisión de la Corte Constitucional preserva la función de 
remoción de administradores, revisores fiscales y empleados en el universo de las sociedades 
sometidas al máximo nivel de supervisión, denominado “control”, cuando incumplan las 
órdenes impartidas por la Superintendencia de Sociedades, o sus deberes previstos en la ley 
y los estatutos, naturalmente, previa garantía de sus derechos a la defensa y debido proceso. 
Se mantiene igualmente, la consecuencia de la remoción en dichos eventos, que implica una 
inhabilidad para ejercer el comercio, hasta por diez (10) años. 

 

En tanto que, se condiciona la designación de su reemplazo por parte de la Superintendencia 
de Sociedades, sólo al evento en que el órgano de la sociedad competente no lo realice en el 
plazo que se le indique, esto es, la función se activa solamente si la sociedad no realiza la 
designación del reemplazo de la persona removida. 

En ese sentido, la decisión de la Corte Constitucional preserva, en esencia, las funciones de 
esta Superintendencia y establece condiciones para su ejercicio, que van en la línea con los 
derechos que siempre se han garantizado, de la libertad de empresa bajo los parámetros de la 
Constitución y la Ley, así como los derechos de quienes puedan resultar investigados. 

 



Al respecto, el Superintendente de Sociedades, Billy Escobar expresó, “respetamos y 
acatamos la decisión de la Corte Constitucional, que confirma la importancia de nuestras 
funciones, dirigidas a la preservación y sostenibilidad de las empresas, así como la 
importancia del cumplimiento de los deberes a cargo de los administradores, a la vez que 
destaca nuestro rol de acompañar y supervisar para proteger a todos los grupos de intereses 
que se estructuran alrededor de las sociedades, precisamente por la función social que están 
llamadas a cumplir y que justifican que velemos por que en su funcionamiento se ajusten a la 
ley societaria y los estatutos”. 


